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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Carlos Emilio Henao Aristizabal
Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema:

PENSIÓN DE INVALIDEZ/ Improcedencia cuando la pérdida de la capacidad laboral se deriva de las contingencias propias de la edad
“Bajo tales parámetros no resulta posible reconocer la pensión de invalidez que pretende el señor Carlos Emilio Henao (…) pues para el 26 de octubre de 2011, fecha en que se fijó la estructuración su pérdida de la capacidad laboral del 57.60% contaba exactamente con 70 años 3 meses y 14 días, momento para el cual se encontraba por fuera del alcance de la cobertura de la pensión de invalidez, pues ella concluye en el instante en que se arriba a la edad mínima para acceder a la prestación por vejez, misma que, como se dijo precedentemente, cubre los riesgos con ocasión de la edad.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinte de diciembre de dos mil dieciséis, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 10 de diciembre de 2014, dentro del proceso que promueve el señor CARLOS EMILIO HENAO ARISTIZABAL en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00144-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Carlos Emilio Henao Aristizabal que la justicia laboral declare que tiene derecho a la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica desde el 16 de marzo de 2010, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que desde el mes de octubre de 2008 inició una serie de incapacidades que le impidieron continuar desempeñándose laboralmente, situación que se prolongó hasta el 16 de marzo de 2010 cuando se incapacitó definitivamente, motivo por el que la Junta Regional de Calificación de Invalidez le dictaminó una PCL equivalente al 54% con fecha de estructuración el 16 de marzo de 2010; informa que dentro del proceso laboral que inició en contra de algunos de sus empleadores, se ordenó a la Junta Regional de Calificación de Invalidez que se le hiciera una nueva valoración de PCL, por lo que dicha entidad en dictamen de 2 de noviembre de 2011 determinó una PCL del 27.90% con fecha de estructuración el 11 de octubre de 2011, no obstante, al solicitar la aclaración y complementación, dicha entidad determinó finalmente que tenía una PCL equivalente al 57.60% con fecha de estructuración el 16 de marzo de 2010; asegura que elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez, misma que fue negada por medio de la resolución Nº GNR 027783 de 7 de marzo de 2013 por cuanto no obraba en el expediente el respectivo dictamen; afirma que luego de adjuntar copia del dictamen, solicitó de nuevo la prestación, la cual fue negada a través de la resolución Nº GNR 17108 de 17 de enero de 2014.
Al contestar la demanda y su reforma –fls.80 a 84 y 143 a 144- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó todo lo relacionado con el proceso de calificación de la PCL del actor y lo contenido en las resoluciones Nº GNR 027783 de 7 de marzo de 2013 y GNR 17108 de 17 de enero de 2014. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la demandada”, “Prescripción” y “Genéricas”.
En sentencia de 10 de diciembre de 2014, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que el señor Carlos Emilio Henao Aristizabal tiene una pérdida de la capacidad laboral equivalente al 57.60% estructurada el 16 de marzo de 2010 de origen común y dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración tiene 57 semanas de cotización, por lo que tiene derecho a la pensión de invalidez a partir del 16 de marzo de 2010 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas. Por tales motivos condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la suma de $38.418.100 por concepto de retroactivo pensional causado entre el 16 de marzo de 2010 y el 10 de diciembre de 2014 e igualmente la condenó a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 11 de abril de 2013 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

EL CASO CONCRETO

Para resolver el problema jurídico que se plantea en esta instancia en virtud al grado jurisdiccional de consulta que se dispuso a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, esto es, si hay lugar a reconocer a favor del señor Carlos Emilio Henao Aristizabal la pensión de invalidez que reclama, se deben tener en cuenta los siguientes aspectos: i) Él nació el 13 de julio de 1941, pues de ello da fe el registro civil de nacimiento expedido por la Notaría Única del Círculo de Guacarí (Valle del Cauca) –fl.92-, ii) La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda por medio de Aclaración y Complementación del dictamen emitido el 26 de octubre de 2011 –fls.41 y 42-, lo calificó con una PCL equivalente al 57.60% de origen común y estructurada el 16 de marzo de 2010 y iii) Según la historia laboral aportada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.342 a 345- el accionante tiene cotizadas 55 semanas al Sistema General de Pensiones dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la PCL.

De conformidad con lo expuesto, en principio el señor Carlos Emilio Henao Aristizabal sería beneficiario de la pensión de invalidez que solicita, puesto que cumple los requisitos establecidos en los artículos 38 y 39 de la Ley 100 de 1993, éste último modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003.

No obstante lo anterior, esta Sala en providencia de 13 de abril de 2007, reiterada recientemente en sentencia de 10 de diciembre de 2015 con ponencia del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones y radicada bajo el Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01, señaló que no es posible reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que cesa la obligación de cotizar por vejez, pues esa calificación superior al 50% obedece realmente a contingencias propias de la edad y no a una enfermedad en específico sin consideración a esa avanzada edad, como podría inferirse del respectivo dictamen. Ello es así, por cuanto la prestación económica que cubre las contingencias derivadas por el deterioro natural del ser humano es precisamente la pensión de vejez y no la de invalidez; situación ésta contemplada en el parágrafo del artículo 4º del Decreto 917 de 1999, que al respecto prevé “Las consecuencias normales de la vejez, por sí solas, sin patología sobreagregada, no generan deficiencia para los efectos de la calificación de la invalidez en el Sistema Integral de Seguridad Social. En caso de co-existir alguna patología con dichas consecuencias se podrá incluir dentro de la calificación de acuerdo con la deficiencia, discapacidad y minusvalía correspondientes.”.
Bajo tales parámetros no resulta posible reconocer la pensión de invalidez que pretende el señor Carlos Emilio Henao Aristizabal, pues para el 26 de octubre de 2011, fecha en que se fijó la estructuración su pérdida de la capacidad laboral del 57.60% contaba exactamente con 70 años 3 meses y 14 días, momento para el cual se encontraba por fuera del alcance de la cobertura de la pensión de invalidez, pues ella concluye en el instante en que se arriba a la edad mínima para acceder a la prestación por vejez, misma que, como se dijo precedentemente, cubre los riesgos con ocasión de la edad.
Es que lo que realmente procede en este tipo de eventos en los que el afiliado no cumple con la densidad de semanas para acceder a la pensión de vejez cuando llega a la edad exigida, es la indemnización sustitutiva prevista en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993; situación ésta que concuerda con lo establecido en el artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, el cual indica que al asegurado que sin tener derecho a la pensión de vejez y se invalide después de alcanzar la edad para acceder a esa prestación, lo que se le debe otorgar es la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez por riesgo común, que no es otra diferente a la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.
En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 10 de diciembre de 2014, para en su lugar declarar probada la excepción de mérito de inexistencia de la obligación propuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones y en consecuencia absolverla de las pretensiones de la demanda.

De esta manera queda resuelto el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de Colpensiones. 

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%. Como agencias en derecho en esta sede se fija la suma de $644.350. Liquídense por Secretaría.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 10 de diciembre de 2014.
SEGUNDO. DECLARAR probada la excepción de mérito de inexistencia de la obligación propuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones.

TERCERO. ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las pretensiones de la demanda.

CUARTO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%. Como agencias en derecho en esta sede se fija la suma de $644.350.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
Secretaria
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